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Nieves Figueroa, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 14 de enero de 2020. 

El señor Joel Rivera Lasanta (apelante, señor Rivera) 

comparece ante nos y solicita nuestra intervención para que 

revoquemos la Sentencia emitida el 24 de mayo de 2019 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón (Tribunal o TPI). 

Mediante la misma, el foro a quo declaró Ha Lugar una Moción de 

Sentencia Sumaria promovida por United Surety & Indemnity 

Company (apelado, USIC). En consecuencia, desestimó con perjuicio 

la Demanda sobre incumplimiento de contrato incoada por el 

compareciente. 

Examinados los escritos presentados, así como el derecho 

aplicable, acordamos revocar la Sentencia apelada.  

I. 

Surge del expediente ante nuestra consideración que, el 14 de 

septiembre de 2018, el señor Joel Rivera Lasanta presentó una 

Demanda contra United Surety & Indemnity Company. En la misma 

alegó que el apelado incumplió con los términos y condiciones de la 

póliza de seguros expedida a su favor, al no haber sido compensado 

adecuadamente por los daños causados a su propiedad, producto 
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del huracán María. A tales efectos, solicitó una compensación no 

menor a $10,000 hasta el límite de la póliza y una suma adicional 

de $100,000 por los daños y perjuicios sufridos debido al 

incumplimiento contractual. 

Luego de varios trámites procesales, USIC presentó su 

alegación responsiva. Más allá de negar la mayoría de las 

contenciones del señor Rivera, el apelado indicó que el alcance de la 

cubierta estaba limitado a los términos y condiciones del contrato 

de seguro y no cubría todo daño ocurrido durante el huracán. 

Aseguró haber cumplido con lo pactado en la póliza y las leyes 

vigentes, al atender la reclamación dentro de los noventa días 

dispuestos en el Código de Seguros, 26 LPRA sec. 101, et seq. Entre 

sus defensas afirmativas, consignó el pago en finiquito.  

Así las cosas, el 12 de abril de 2019, USIC presentó una 

Solicitud de Sentencia Sumaria, en la cual intimó al TPI a desestimar 

sumariamente el pleito por haberse cumplido la doctrina de pago en 

finiquito. Indicó que, luego de investigar la reclamación del señor 

Rivera y tras suscitarse un desacuerdo por la cuantía de los daños, 

USIC le ofreció al apelante una compensación de $657.50 para 

liquidar total y definitivamente la reclamación. Expresó que el señor 

Rivera recibió, endosó y depositó el cheque emitido; relevando a la 

aseguradora de realizar el pago total, al éste aceptarlo como pago en 

finiquito.  

Para fundamentar su solicitud, USIC presentó los siguientes 

documentos: Póliza de seguro, Carta de 4 de diciembre de 2017, 

“Proof of Loss and General Release”, y el Cheque número 5002486 

por $657.50 y emitido el 4 de diciembre de 2017, así como el reverso 

del instrumento. 

En respuesta, el 17 de mayo de 2019, el apelante presentó 

Oposición a Moción de Sentencia Sumaria. En esencia, alegó que no 

procedía la desestimación del pleito, ya que USIC incumplió con sus 
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obligaciones de llevar a cabo un ajuste adecuado y razonable. 

Expresó que USIC emitió un pago, sin notificar ni explicar los 

términos de la póliza bajo los cuales se excluyó gran parte de los 

daños reclamados. Incluso, dijo desconocer cuáles obligaciones 

fueron objeto de pago y cuáles no. Añadió que el apelado incurrió en 

dolo al momento de emitir una oferta de transacción. 

Específicamente adujo que USIC no se condujo bajo el principio de 

buena fe al hacer caso omiso al proceso de reconsideración realizado 

por el apelante. Indicó también que la oferta de $657.50 fue una 

cantidad muy inferior al estimado presentado. Ello en contravención 

al Artículo 2761 del Código de Seguros de Puerto Rico, 26 LPRA sec. 

2716a, que proscribe determinadas prácticas desleales y 

fraudulentas por parte de las aseguradoras, en perjuicio de los 

asegurados. 

En cuanto al pago en finiquito, el señor Rivera expresó que la 

desinformación propiciada por el apelado y las condiciones difíciles 

y extremas que experimentó dieron paso a tomar la decisión de 

cambiar el cheque, concluyendo que el consentimiento fue uno 

viciado. El apelante fundamentó sus alegaciones con los siguientes 

documentos: Declaración Jurada del señor José Rivera Lasanta 

otorgada el 15 de mayo de 2019 y una Cotización por parte de la 

compañía K2 Consulting and Services LLC.  

Evaluados los argumentos de las partes, el 24 de mayo de 

2019, notificada el día 28 siguiente, el Tribunal consignó las 

siguientes determinaciones de hechos en el dictamen aquí apelado:  

1. La parte demandante s dueña de una propiedad 

localizada en Urb. Paseo Real, 83 Calle Zafiro E6, 
Dorado, PR 00646.  
 

2. Dicha propiedad está cubierta por la póliza de 
residencia DW286417 expedida por USIC a favor de la 

parte demandante con un límite de $200,900.00 y un 
deducible de $4,018.00. 
 

3. La parte demandante sometió una reclamación a USIC 
por los daños ocasionados por el paso del huracán 
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María que pasó por Puerto Rico el 20 de septiembre de 
2017. 

 
4. Como parte de la reclamación, el 4 de noviembre de 

2017, la parte demandante cumplimentó el documento 
titulado “Solicitud de Reclamación” en el cual detalló los 
daños que el huracán le causó a su propiedad.  

 
5. Mediante carta de 4 de diciembre de 2017 USIC le 

informó a la parte demandante que, según el resultado 

de su investigación, le correspondía un pago por 
$657.50 en pago total de los daños cubiertos bajo los 

términos de la póliza. (Énfasis en el original). 
 

6. En la misma fecha USIC le cursó a la parte demandante 

un documento titulado “Proof of Loss and General 
Release” en el que le explicó a la parte demandante que 

el cheque que se anejaba se hacía en pago total de la 
reclamación y que con su aceptación relevaba a la 
aseguradora de cualquier reclamación por los daños 

causados a su propiedad en la fecha del paso del 
huracán María.  
 

7. Junto con los documentos antes detallados, USIC 
incluyó el cheque número 5002486 con fecha de 4 de 

diciembre de 2017 a nombre de la parte demandante, 
Joel Rivera Lasanta por la cantidad de $657.50. 
 

8. La parte demandante aceptó y depositó sin reserva ni 
objeción alguna, el referido cheque como pago final y 
total de la reclamación presentada por los daños 

acaecidos como consecuencia del paso del huracán 
María. Al endosar y cobrar el cheque, la parte 

demandante aceptó la siguiente declaración clara y 
conspicua contenida en su dorso: 
 

LA ACEPTACION Y/O ENDONSO COBRO 
DE ESTE CHEQUE CONSTITUYE 

LIQUIDACION TOTAL Y DEFINITIVA DE LA 
RECLAMACION A LA QUE SE HACE 
REFERENCIA EN LA FAZ DEL CHEQUE. 

EN VIRTUD DE ESTE PAGO, LA 
COMPANIA QUEDA LIBERADA DE DICHA 
RECLAMACION Y A SU VEZ SUBROGADA 

EN TODOS LOS DERECHOS Y CAUSAS DE 
ACCION A LAS QUE TIENE DERECHO 

BAJO LOS TERMINOS DE LA FIANZA O 
POLIZA CONTRA LA CUAL SE HA 
INTERPUESTO LA RECLAMACION DE 

REFERENCIA. 
 

9. El lenguaje utilizado en el dorso del cheque y en las 
demás comunicaciones del 4 de diciembre de 2017, es 
uno legible, sencillo, claro y fácil de entender para la 

parte demandante. 
 

10. El 17 de septiembre de 2018, habiendo aceptado y 

cambiado el cheque remitido por USIC en pago total de 
los daños reclamados, la parte demandante presentó su 

Demanda, en la que solicitó que el Tribunal condenara 
a la parte demandada al pago de los daños causados a 
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su propiedad durante el paso del huracán, los cuales ya 
había resarcido mediante el cheque 5002486 de 4 de 

diciembre de 2017.  
 

A base de los hechos antes citados, el TPI estableció que el 

apelante relevó de responsabilidad a USIC al haber aceptado y 

endosado el cheque, cuyo dorso contenía una declaración de 

aceptación como liquidación total de la reclamación. Concluyó que 

tal acto afirmativo dio paso a la aceptación de la oferta de pago 

realizada por el apelado, cumpliendo así con la doctrina de pago en 

finiquito. Por tanto, entendió que la reclamación de epígrafe se 

extinguió en dicho momento. Consecuentemente, dictó Sentencia 

Sumaria y declaró Ha Lugar la petición presentada por USIC y 

desestimó con perjuicio la Demanda instada por el señor Rivera.  

Inconforme con la determinación del TPI, el 26 de junio de 

2019, el apelante compareció ante nos mediante el presente recurso. 

En el mismo formula los siguientes señalamientos de error: 

Erró el TPI al desestimar por la vía sumaria la causa de 
acción presentada por la parte demandante-apelante, a 

pesar de haberse demostrado sin oposición alguna la 
existencia de controversia de hechos materiales y 
esenciales en cuanto al incumplimiento de la apelada a 

sus obligaciones a la política pública que regula las 
prácticas o actos desleales en el ajuste de 
reclamaciones. 

  
Erró el TPI al dictar sentencia sumaria y desestimar la 

demanda sin considerar la totalidad de los hechos no 
controvertidos, descartar totalmente los argumentos 
presentados sobre el vicio en el consentimiento bajo la 

modalidad del dolo.  
 

Erró el TPI al aplicar la defensa de pago en finiquito para 
desestimar la demanda cuando la oferta de la apelada 
era una contraria a la política pública y la ley que regula 

la industria de seguro y prohíbe las prácticas desleales 
en el ajuste.  

 

Luego de examinar el expediente de autos, y con el beneficio 

de la comparecencia de ambas partes de epígrafe, estamos en 

posición de disponer del asunto que nos ocupa.  
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II. 

A. Solicitud de Sentencia Sumaria 

Las Reglas 36.1 y 36.2 de Procedimiento Civil autorizan a los 

tribunales a dictar sentencia de forma sumaria si mediante 

declaraciones juradas u otro tipo de prueba se demuestra la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes. 32 LPRA Ap. V, R. 36.1 y R. 36.2.  “La sentencia 

sumaria es un mecanismo procesal extraordinario que tiene el 

propósito de facilitar la solución justa, rápida y económica de los 

litigios civiles que no presenten controversias genuinas de hechos 

materiales y, por tanto, no ameritan la celebración de un juicio en 

su fondo”. Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599 (2000); 

véase, además, Roldán Flores v. M. Cuebas et al., 199 DPR 664 

(2018).  Llamamos hechos materiales a aquéllos que pueden afectar 

el resultado de la reclamación, de conformidad con el derecho 

sustantivo aplicable. Bobé et al. v. UBS Financial Service, 198 DPR 

6 (2017); Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200 (2010).  

Al momento de considerar la procedencia de un dictamen 

sumario, el criterio rector es que no haya controversia sobre los 

hechos esenciales y pertinentes, según alegados por las partes en 

sus respectivas solicitudes y oposiciones, y que sólo reste aplicar el 

derecho. Rodríguez García v. UCA, 200 DPR 929 (2018); Velázquez 

Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 DPR 656 (2017).  “La sentencia 

sumaria sólo debe dictarse en casos claros, cuando el tribunal tenga 

ante sí la verdad sobre todos los hechos pertinentes”. Corp. 

Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 DPR 714 (1986).  Si 

existe duda sobre la existencia de una controversia, debe resolverse 

contra la parte que solicita que se dicte sentencia sumaria a su 

favor. Íd.  Lo anterior se basa en que este mecanismo es un remedio 

discrecional y su uso debe ser mesurado. Nissen Holland v. 

Genthaller, 172 DPR 503 (2007). 
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Para derrotar la sentencia sumaria la parte promovida deberá 

presentar declaraciones juradas y documentos que controviertan los 

hechos presentados por la parte promovente. PFZ Props., Inc. v. 

Gen. Acc. Ins. Co., 136 DPR 881 (1994).  La parte promovida está 

obligada a contestar detallada y específicamente los hechos 

pertinentes que demuestren que existe una controversia real y 

sustancial que amerita dilucidarse en un juicio plenario. Íd. Claro 

está, “el sólo hecho de no haberse opuesto con evidencia que 

controvierta la presentada por el promovente no implica que 

necesariamente proceda la sentencia sumaria o que el promovente 

tenga derecho a que se dicte a su favor”. Corp. Presiding Bishop CJC 

of LDS v. Purcell, supra.  

Al momento de enfrentarse ante una solicitud de sentencia 

sumaria, el tribunal deberá presumir como ciertos los hechos no 

controvertidos que surjan de los documentos que acompañan la 

solicitud. PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., supra.  En su 

examen, el tribunal analiza los documentos que acompañan la 

moción que solicita la sentencia sumaria y los documentos incluidos 

con la moción en oposición, y aquéllos que obren en el expediente 

del tribunal; y determina si el oponente controvirtió algún hecho 

material o si hay alegaciones de la demanda que no han sido 

controvertidas o refutadas en forma alguna por los documentos. 

S.L.G. v. S.L.G., 150 DPR 171 (2000). Se abstendrá de dictar 

sentencia sumaria cuando: (1) existan hechos materiales 

controvertidos; (2) existan alegaciones afirmativas en la 

demanda que no han sido refutadas; (3) surja de los propios 

documentos que se acompañan con la moción una controversia 

real sobre algún hecho material, o (4) como cuestión de derecho 

no proceda. Íd. También, un tribunal declarará sin lugar una 

solicitud de sentencia sumaria cuando haya elementos subjetivos o 

de credibilidad y éstos constituyan un factor esencial en la 



 
 

 
KLAN201900699 

 

8 

resolución de la controversia presentada. Abrams Rivera v. E.L.A., 

178 DPR 914 (2010); Carpets & Rugs v. Tropical Reps., 175 DPR 

615 (2009).  De igual modo, dado que una moción de sentencia 

sumaria ejerce un efecto importante en el litigio, 

independientemente del modo en que sea adjudicada por el tribunal 

de instancia, precisa que dicho foro sea el que determine “los hechos 

que han quedado incontrovertidos y aquéllos que aún están en 

controversia”. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, Inc., 193 DPR 

100 (2015).  

En lo relativo al ejercicio de la facultad revisora de este 

Tribunal de Apelaciones, el Tribunal Supremo expresó que este foro 

intermedio está en la misma posición del tribunal primario al 

momento de revisar las solicitudes para que se dicte sentencia 

sumaria.  En ese sentido, aplicamos los mismos criterios de la Regla 

36 de Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia; y ello de la 

manera más favorable a la parte que se opuso a la solicitud. Nuestro 

examen está limitado a la consideración de la evidencia que las 

partes presentaron ante el foro de primera instancia. Debemos 

revisar que los escritos cumplan con los requisitos de forma 

codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra. Además, 

examinamos si en realidad existen hechos materiales en 

controversia. Finalmente, de encontrar que los hechos materiales 

realmente están incontrovertidos, revisamos si la primera instancia 

judicial aplicó correctamente el Derecho a la controversia.  

B. Doctrina Contractual y Pago en Finiquito 

Es norma asentada que, bajo la teoría general de obligaciones 

y contratos, las partes contratantes pueden establecer los pactos, 

cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre que 

no sean contrarios a las leyes, la moral, ni al orden público. Art. 

1207 del Cód. Civil de P.R., 31 LPRA sec. 3372; Rodríguez García v. 

UCA, 200 DPR 929 (2018). Un contrato será validado si concurren 
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tres elementos esenciales, a saber: consentimiento, objeto y causa. 

Art. 1213 del Cód. Civil de P.R., 31 LPRA sec. 3391; Rosario Rosado 

v. Pagán Santiago, 196 DPR 180 (2016). Nuestro Tribunal Supremo 

ha afirmado que “es necesario que la voluntad interna de las partes 

se manifieste y que no haya desavenencias entre lo querido y lo 

declarado en cuanto al objeto y la causa del contrato”.   Grifols, Inc. 

v. Caribe RX Service, Inc., 196 DPR 18 (2016). Esto es así porque 

“[l]as obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley 

entre las partes contratantes, y deben cumplirse al tenor de los 

mismos”. Art. 1044 del Cód. Civil de P.R., 31 LPRA sec. 2994; 

Rodríguez García v. UCA, supra.   

Por lo dicho, para que surta un efecto vinculante entre los 

contratantes, sus declaraciones al consentir deben ser libres e 

informadas. Producciones Tommy Muñiz, Inc. v. COPAN, 113 DPR 

517 (1982). Así pues, la voluntad contractual necesariamente 

implica que haya voluntariedad en el hacer y conocimiento 

pleno del alcance y las consecuencias del acuerdo. A contrario 

sensu, la ausencia de libertad y conocimiento se traduce en un vicio 

del consentimiento. Véase, J. Vélez Torres, Curso de Derecho Civil, 

Derecho de Contratos U.I.P.R., T. IV, Vol. II, 1990, pág. 45. Por ello, 

si el consentimiento de una parte está viciado por la falta de libertad, 

al ejercer intimidación o violencia, o por la falta de información, al 

incurrir en error o dolo, el contrato es anulable. Arts. 1217-1222 del 

Cód. Civil de P.R., 31 LPRA secs. 3404-3409. Claro está, “[p]ara que 

el error invalide el consentimiento, deberá recaer sobre la sustancia 

de la cosa que fuere objeto del contrato, o sobre aquellas condiciones 

de la misma que principalmente hubiesen dado motivo a celebrarlo”. 

Art. 1218 del Cód. Civil de P.R., 31 LPRA sec. 3405.   

Por otro lado, el Artículo 1709 de nuestro Código Civil dispone 

que el contrato de transacción es aquél en el que las partes, 

mediante concesiones recíprocas, o “dando, prometiendo o 
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reteniendo cada una alguna cosa, evitan la provocación de un pleito 

o ponen término al que había comenzado”. 31 LPRA sec. 4821; 

Demeter Int’l v. Srio. Hacienda, 199 DPR 706 (2018); Negrón Vélez 

v. A.C.T., 196 DPR 489 (2016).  Los elementos que constituyen este 

tipo de contrato lo son: (1) una relación jurídica incierta y litigiosa; 

(2) la intención de los contratantes de componer el litigio y sustituir 

la relación dudosa por otra cierta e incontestable, y (3) las recíprocas 

concesiones de las partes. Demeter Int’l v. Srio. Hacienda, supra; 

Fonseca et al. v. Hosp. HIMA, 184 DPR 281 (2012). Al interpretar los 

contratos de transacción, son de aplicación las normas generales 

sobre interpretación de contratos, salvo pacto en contrario. Demeter 

Int’l v. Srio. Hacienda, supra.  

Como corolario del contrato transaccional, la doctrina 

anglosajona de pago en finiquito o transacción instantánea (“accord 

and satisfaction”) se concibe como una forma de extinguir las 

obligaciones y una defensa ante una reclamación. La figura fue 

incorporada a nuestro ordenamiento jurídico en 1943, en el caso 

López v. P.R. South Sugar Co., 62 DPR 238 (1943). En alusión a City 

of San Juan v. St. John’s Gas Company, 195 US 510 (1904), nuestro 

Tribunal Supremo expresó que “toda vez que la doctrina está basada 

en principios conocidos en el Derecho Romano, aplicados bajo el 

Código Napoleón, no podemos vacilar en concluir que la doctrina en 

cuestión regía también en el Derecho Civil Español”. (Citas 

suprimidas). Añadió que, desde la década del 30, el estado de 

Luisiana había aplicado la figura por su afinidad con el Artículo 

3071 del Código Civil luisiano, equivalente al Artículo 1709 del 

nuestro, antes citado. 

Por su naturaleza contractual, el pago en finiquito se 

considera como un nuevo acuerdo; es decir, un contrato en sí 

mismo. Consiguientemente, su validez está sujeta a la concurrencia 

de los mismos elementos y principios básicos que rigen la doctrina 
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general de los contratos. (Traducción nuestra). E.C. Surette, 1 Am. 

Jur. 2d Accord and Satisfaction § 5, “General nature and essentials” 

(August 2019). Así, para su perfeccionamiento, el pago en finiquito 

requiere de los elementos de oferta y aceptación. La intención del 

contrato es resolver una disputa de buena fe sobre una deuda entre 

el deudor y el acreedor. Por tanto, el pago en finiquito presupone 

una disputa sobre el monto adeudado, el cual es zanjado por un 

acuerdo de dar y aceptar una suma distinta a la que se creía que se 

debía pagar para resolver el reclamo. De esta forma, cuando existe 

una disputa de buena fe sobre la existencia de una deuda o sobre el 

monto adeudado, el derecho consuetudinario autoriza al deudor y 

al acreedor a negociar un nuevo acuerdo para satisfacer la 

obligación pendiente. Íd. 

Una vez adoptada la doctrina de transacción instantánea a 

nuestro bagaje legal, se ha determinado que su configuración 

requiere el concurso de los siguientes requisitos: (1) la existencia de 

una reclamación ilíquida o sobre la cual exista una controversia 

bona fide; (2) un ofrecimiento de pago por el deudor; y (3) una 

aceptación del ofrecimiento de pago por el acreedor. H.R. Elec., Inc. 

v. Rodríguez, 114 DPR 236 (1983); A. Martínez & Co. v. Long Const. 

Co., 101 DPR 830 (1973); Pagán Fortis v. Garriga, 88 DPR 279 

(1963); López v. P.R. South Sugar Co., supra.  

En cuanto al primer requisito, la controversia entre las 

partes sobre el elemento de iliquidez de la deuda requiere la 

inexistencia de opresión o ventaja indebida de parte del deudor. 

A. Martínez & Co. v. Long Const. Co., supra. De igual manera, la 

oferta de pago por parte del deudor al acreedor debe estar regida 

por el principio de buena fe contractual.  López v. South PR Sugar 

Co., supra; H.R. Elec., Inc. v. Rodríguez, supra. Este aspecto 

subjetivo se refiere a la “[r]ectitud, honradez, sinceridad [y] pureza 

de conciencia”. I. Rivera García, Diccionario de Términos Jurídicos, 
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2da ed., Equity Publishing Corp. 1985, pág. 30. La buena fe se exige, 

tanto al momento de la formación del vínculo contractual, como 

durante el desarrollo de la relación entre los contratantes y al tiempo 

de la ejecución de la obligación. 

La buena fe, en el sentido que aquí importa, es la lealtad 
en el tratar, el proceder honrado y leal. Supone el 

guardar la fidelidad a la palabra dada y no defraudar la 
confianza, ni abusar de ella; supone un conducirse 

como cabe esperar de cuantos, con pensamiento 
honrado, intervienen en el tráfico como contratantes. Lo 
que se aspira a conseguir, se ha dicho, es que el 

desenvolvimiento de las relaciones jurídicas, el ejercicio 
de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones se 

produzca conforme a una serie de principios que la 
conciencia jurídica considera necesarios, aunque no 
hayan sido formulados. L. Diez-Picazo, La Doctrina de 

los Propios Actos, Ediciones Aries, 1963, pág. 157, 
citado en Colón v. Glamorous Nails, 167 DPR 33, 
(2006). 

 

Además, el ofrecimiento del deudor debe ir acompañado de 

declaraciones o actos que indiquen, sin lugar a dudas, que el 

pago ofrecido por el deudor es total y pretende finiquitar la 

obligación existente.  H.R. Elec., Inc. v. Rodríguez, supra. Por 

último, se ha particularizado que la aceptación del acreedor debe 

partir del “claro entendimiento de que representa una 

propuesta para la extinción de la obligación”. A. Martínez & Co. 

v. Long Construction Co., supra. Si el acreedor no está conforme, 

tiene el deber de devolver la cantidad ofrecida.  López v. P.R. South 

Sugar Co., supra; H.R. Elec., Inc. v. Rodríguez, supra.  

En fin, por su naturaleza contractual, la intención de las 

partes cuando media el pago en finiquito es de suma importancia. 

Por lo tanto, un acuerdo como éste será válido si ambas partes 

tienen el propósito de finiquitar la obligación, mediante el mutuo 

consentimiento. En otras palabras, el deudor debe ofrecer el pago 

para satisfacer la totalidad de la obligación y el acreedor así debe 

entenderlo y aceptarlo. Esta conjunción de intenciones se produce 

cuando van acompañadas de declaraciones o actos que indiquen 

razonablemente que el pago ofrecido es en calidad de pago total, 
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completo y definitivo de la deuda existente entre los contratantes. 

E.C. Surette, supra, sec. 7, “Meeting of the minds”. 

III. 

En el presente caso, el señor Rivera aduce que el Tribunal erró 

al aplicar la doctrina de pago en finiquito, sin auscultar la totalidad 

de los hechos que rodearon al alegado vicio en el consentimiento por 

dolo. Además, plantea que el TPI incidió al desestimar la causa de 

acción por incumplimiento contractual, aun cuando USIC no 

derrotó sus contenciones. Por igual, alega que la oferta del apelado 

era una contraria al ordenamiento jurídico que regula la industria 

de seguro y que proscribe incurrir en prácticas desleales en el ajuste 

de reclamaciones.  

Por su parte, USIC arguye por primera vez acerca de la falta 

de jurisdicción sobre las causas de acción relacionadas con las 

prácticas desleales. Aduce que dicha determinación solamente le 

corresponde hacerla al Comisionado de Seguros, mediante un 

procedimiento administrativo. Sin embargo, fundamenta este 

argumento a base de la aplicabilidad retroactiva del Artículo 27.164 

del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 2716d. El efecto retroactivo del 

estatuto lo imputa a la referencia de los huracanes Irma y María que 

el legislador hizo en la Exposición de Motivos de la Ley 247-2018 y 

a la Consulta Núm. A-14-19 del 7 de marzo de 2019, realizada por 

la entonces Secretaria de Justicia, Hon. Wanda Vázquez Garced. No 

nos persuade. 

La aludida disposición legal estatuye que, como condición 

previa a entablar una acción civil bajo las disposiciones sobre 

prácticas desleales, la parte afectada debe notificar por escrito al 

Comisionado y a la aseguradora de la violación. Sin embargo, dicha 

norma no es aplicable al caso de autos. El Artículo 27.164 del Código 

de Seguros, 26 LPRA sec. 2716d, fue adicionado al amparo de la Ley 

Núm. 247-2018. En lo que nos compete, la Sección 6 del estatuto 
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estableció diáfanamente que las nuevas normas comenzarían a regir 

luego de su aprobación; esto es, el 27 de noviembre de 2018. Por 

tanto, la aplicabilidad de las referidas disposiciones es posterior al 

inicio del caso de epígrafe, cuya demanda se presentó el 14 de 

septiembre de 2018. Sería un contrasentido aplicar la legislación de 

manera retroactiva y desestimar la acción judicial de epígrafe, 

cuando el texto de la ley estatuye su aplicación prospectiva y, sobre 

todo, tomando en cuenta que la intención legislativa al aprobar la 

pieza de ley fue precisamente favorecer a los asegurados frente a los 

incumplimientos de las aseguradoras. En relación con la Consulta, 

nos parece patente su improcedencia al caso de autos, no sólo por 

su naturaleza meramente persuasiva, sino porque fue emitida seis 

meses después de instada la presente acción judicial. Superado el 

aspecto prioritario jurisdiccional, es forzoso colegir que USIC, más 

allá de afirmaciones conclusivas, no contravino las alegaciones en 

su contra sobre prácticas desleales, por lo que dichas controversias 

deben ser objeto de una adjudicación en sus méritos.  

En relación con la transacción automática, somos del criterio 

que no hay certeza de que la figura de pago en finiquito se haya 

perfeccionado, conforme los requisitos sustantivos de la doctrina 

contractual y los jurisprudenciales. Veamos. 

Acerca del aludido vicio del consentimiento por dolo, el 

apelado sostiene que el señor Rivera “[n]i siquiera lo alegó en la 

Demanda”.1 Indica que el apelante no presentó prueba que evidencie 

que la aseguradora incurrió en tal conducta. Al respecto, invitamos 

al apelado a leer el acápite 20 de la Demanda, que se limitó a negar, 

y la súplica. Decididamente, por estar convencidos de la existencia 

de controversias esenciales sobre este aspecto, es que entendemos 

el impedimento de la resolución sumaria en este caso. Es necesario 

                                                 
1 Véase, Alegato de la Parte Apelada, págs. 14-15. 



 
 

 
KLAN201900699    

 

15 

que las partes tengan su día en corte y presenten prueba en apoyo 

a sus alegaciones y defensas.  

Estimamos que es improcedente una aplicación automática 

de la figura de pago en finiquito. En los casos como el de autos, debe 

ser parte del ejercicio de adjudicación que los foros de primera 

instancia consideren la letra del contrato de seguro, a la luz de la 

interpretación de los contratos de adhesión. Además, es de absoluta 

pertinencia la evaluación de las intenciones de las partes 

contratantes, a base de sus actuaciones a lo largo de toda la relación 

contractual, y tomando en cuenta las obligaciones legales que el 

Código de Seguros, supra, impone a las aseguradoras a favor de los 

asegurados, por ser ésta una industria altamente regulada y de 

preponderante interés público. 

A estos efectos, contrario al TPI, entendemos que la 

advertencia al dorso del cheque es insuficiente para que se logre 

configurar este tipo de transacción automática. Además, es 

meritorio destacar que, si bien es cierto que la misiva y el dorso del 

cheque incluyen una advertencia sobre la naturaleza total del pago, 

ambos documentos omiten instruir al asegurado sobre su derecho 

a rechazar el pago, a través de la devolución del instrumento, en el 

supuesto de estar en desacuerdo con la cuantía ofertada. Esto es de 

relevancia, sobre todo, cuando la doctrina de la figura de pago en 

finiquito requiere que en la controversia sobre la cuantía ofertada 

impere la buena fe y la ausencia de opresión o ventaja indebida por 

parte del deudor. Entendemos pues, que dadas las circunstancias 

en que se efectuó la transacción, existe duda razonable en cuanto a 

si el señor Rivera tenía o no un claro entendimiento de que la 

alegada aceptación de la cuantía implicaba la extinción de su 

reclamación de daños, en virtud del contrato de seguro. El pago en 

finiquito puede servir de mecanismo útil para que aseguradoras y 

asegurados estipulen una suma inferior a la que se tenga derecho. 
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Sin embargo, en un acuerdo de esta naturaleza debe concurrir un 

consentimiento libre e informado. Recuérdese que, al igual que el 

contrato de transacción, la figura de pago en finiquito es un acuerdo 

consensual, bilateral y oneroso.  Nótese, además, que el cheque se 

entregó luego de un frustrado proceso de reconsideración. El señor 

Rivera acotó en el testimonio jurado que “[a] pesar de que la cantidad 

ofrecida por la aseguradora no era justa, [su] situación precaria [lo] 

llevó a aceptar el pago”.2 Así las cosas, es razonable concluir que 

existe controversia sobre la inexistencia de opresión y ventaja 

indebida en la oferta y en la presunta aceptación. Ello desfavorece 

la aplicación sumaria de la figura de pago en finiquito y, por ende, 

la desestimación de la Demanda. 

En su Alegato, USIC cita el caso Cranmer v. Harleysville 

Insurance Company; Philadelphia Indemnity Insurance Company 

(PIIC), 719 Fed. Appx. 95 (2017). Indica que en la referida 

jurisprudencia el Tercer Circuito federal “tuvo ante sí una 

controversia idéntica a la aquí presentada”.3 En ese caso, la 

reclamación por $956,455.09 contra la aseguradora PIIC, por parte 

del matrimonio Cranmer, dueños de una propiedad comercial sita 

en Nueva Jersey, Tiny Tots Daycare Preschool LLC, y que sufrió 

daños causados por el huracán Sandy, no prevaleció ante la defensa 

afirmativa de PIIC de la figura de un pago en finiquito de $28,542.84.  

No obstante, dicho caso dista mucho de ser idéntico al de 

autos. Esto, porque de los hechos surge que, previo a la oferta de 

pago de PIIC y la aceptación mediante el endoso y depósito del 

cheque, los Cranmers tuvieron la oportunidad, aunque sin éxito, de 

mediar la controversia con la aseguradora y proveer una evaluación 

de daños, en apoyo a su reclamación. Es relevante la distinción entre 

ambos casos de que, tanto Tiny Tots Daycare Preschool como PIIC, 

                                                 
2 Apéndice del recurso, pág. 80, acápite 16. 
3 Véase, Alegato de la Parte Apelada, pág. 19. 
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estaban representados por sus respectivos abogados. De hecho, The 

Rain Law Firm, que representaba los intereses de los asegurados, 

fue la entidad legal que recibió la carta de oferta y el cheque de la 

aseguradora, y la que endosó y depositó la suma ofrecida.  

Ciertamente, esos no fueron los hechos entre los litigantes de 

epígrafe. En este caso, luego de la reclamación instada por el señor 

Rivera, surge del expediente que la propiedad fue evaluada y, sin 

mediar proceso adicional alguno, le entregaron al apelante el 

cheque, junto a una carta y un desglose de la adjudicación de los 

daños que estimó unilateralmente el apelado. En un principio, el 

señor Rivera se negó a aceptar el pago e inició un proceso de 

reevaluación de la reclamación. El mismo, sin embargo, resultó 

estéril, pues luego de transcurrido un tiempo, USIC remitió el mismo 

cheque, sin ninguna explicación acerca de las razones para denegar 

la mayoría de los daños reclamados.  

En síntesis, un análisis ponderado del expediente nos lleva a 

concluir que en el presente caso sí existen hechos esenciales en 

controversia que impiden la resolución por la vía de apremio, sin 

que se conceda antes el derecho del señor Rivera a dirimir sus 

contenciones ante el Tribunal. Tal como esbozamos antes, la 

resolución sumaria no es aconsejable en los casos, como el de autos, 

en el que están presentes elementos de intención. Así, el acuerdo de 

pago en finiquito, como todo contrato, sólo se consuma mediante un 

consentimiento libre, informado y libre de presiones indebidas. 

Dicho asunto medular está en controversias y debe adjudicarse en 

un juicio en sus méritos. Además, existe controversia genuina en 

cuanto a si el ajuste llevado a cabo por USIC de $4,675.50 y, por 

ende, el cheque de $657.50, constituye un ajuste adecuado y 

razonable, conforme con las disposiciones de la póliza y los 

parámetros establecidos por el Código de Seguro, supra. Nótese que 
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en la Cotización realizada por K2 Consulting and Services se 

estimaron los daños en $64,988.44.  

Por lo tanto, al existir hechos materiales en controversia y 

alegaciones en la demanda que no han sido refutadas; conforme lo 

mandata la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, concluimos que 

no procede desestimar sumariamente la acción civil instada por el 

señor Rivera.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se revoca la sentencia 

apelada y se devuelve el caso al Tribunal de Primera Instancia para 

que continúe con los procedimientos, conforme lo establecido en el 

presente dictamen.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.  El juez Figueroa Cabán disiente sin opinión escrita.  

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


